
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 08 de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega amparo 

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00182-00

Accionante: 
JOSÉ EIVAR PARRA ZAPE
Accionado:
MINISTERIO DEL INTERIOR  y otro

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
DERECHO A LA VIDA / REANUDACIÓN DEL ESQUEMA DE SEGURIDAD / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NIEGA. [E]sta Sala no puede acoger la solicitud del demandante en cuanto a que le sea asignado un nuevo esquema por esta vía, o se le restablezca el que tenía, bien porque, ya se dijo, esa es atribución propia de la entidad accionada, ora porque, si se pudiera ir más allá, se carece de suficiente material probatorio que permita de manera excepcional apartarse de las conclusiones que han llevado a culminar el que  se le venía prestando. En tal orden de ideas, se negará el amparo impetrado frente a la Unidad Nacional de Protección, como organismo competente para lo requerido dentro del asunto y se absolverá a los demás citados por cuanto no es de su resorte situación como la pretendida.
   


 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto ocho de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00182-00

Acta Nro. 405 de agosto 8 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela interpuesta por José Eivar Parra Zape contra el Ministerio del Interior, Área de Derechos Humanos de la misma Cartera y la Unidad Nacional de Protección UNP.
ANTECEDENTES
   



En su propio nombre, José Eivar Parra Zape, instauró acción de tutela contra el Ministerio del Interior, Área de Derechos Humanos de la misma Cartera, y la Unidad Nacional de Protección UNP, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales “que tiene la población desplazada y en particular el derecho de ser protegido integralmente como garantía al derecho a la vida”.
   



Narra, en resumen, que pese a ser desplazado por la violencia, no cuenta, como tampoco su grupo familiar, con la tranquilidad y seguridad integral, pues donde residían fue segada la vida de un familiar, otros quedaron en situación de discapacidad y desaparecieron a una sobrina; fueron despojados de las fincas y casas en el municipio de El Dovio y continúan siendo perseguidos bajo amenazas. Por ello, la accionada les brindó un esquema de seguridad, aunque sin tener en cuenta sus reales condiciones. Ahora, se minimizó más su situación y mediante la resolución 8926 del 21 de noviembre de 2016, les fue retirada la protección, lo que tilda de inaudito e inaceptable por las condiciones que atraviesan.

  



Solicitó por tanto, ordenar a las demandadas,  hacer entrega de un esquema real de protección individual en su favor y que se considere la de sus demás hermanos, en cumplimiento de los mandatos de la Corte Constitucional sobre seguridad de víctimas por desplazamiento y líderes de organizaciones sociales, y lo prevenido en el Decreto 1740.

 



Mediante auto del 25 de julio se dio impulso a la acción. Durante el término de traslado concedido, la Directora de Derechos Humanos del Ministerio, adujo falta de legitimación por pasiva de la entidad, por cuanto lo relacionado con el esquema de protección solicitado corresponde la Unidad Nacional de Protección. Trajo a colación la normativa en que apoya su posición, a la vez que informó sobre otras dos acciones presentadas por familiares del aquí accionante.
 



Por su parte, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP, dio cuenta del proceso que se ha surtido con ocasión de las medidas de seguridad brindadas a Parra Zape desde el año 2012; adujo que en el 2016, se produjo la terminación, previas recomendaciones y valoraciones de las dependencias encargadas de emitir conceptos sobre el particular. Aludió a similares casos presentados por familiares del actor, que fueron negados en sede de tutela. Advirtió sobre la reserva legal de la información suministrada y señaló que como el nivel de riesgo se catalogó como de ordinario, a la luz del Decreto 1066 de 2015,  era inviable la solicitud de medidas especiales de protección; detalló la conformación y competencia administrativa del Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendación de Medidas CERREM; que el peticionario nunca demostró nuevos hechos concretos, específicos, ni individualizables, evaluados en los 6 estudios de nivel de riesgo anteriores; hizo referencia a la subsidiariedad de la acción de tutela y mencionó que las medidas de protección no son perpetuas; se refirió a la importancia del manejo de los recursos públicos y al deber de evitar extralimitaciones funcionales y, pidió, por tanto, negar el amparo impetrado.
   



Los demás involucrados guardaron silencio.
CONSIDERACIONES

Delanteramente se señala que, con ocasión de lo que se desprende del libelo, acerca de que las actuaciones que reprocha el actor lo perjudican tanto a él como a sus familiares, y ya que pide la protección que sobre ellos igualmente debe recaer, atendiendo las especiales exigencias que sobre legitimación prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, debe desestimarse cualquier solicitud respecto de tales sujetos, como quiera que no se reúne ninguna de las circunstancias previstas en dicho canon. 

En efecto, la regla es que la acción de tutela puede ser promovida directamente por el afectado; pero también puede hacerlo por medio de su representante legal; o por conducto apoderado judicial, en cuyo caso, debe reposar un poder especial para ese efecto; o se pueden agenciar derechos ajenos, evento en el cual, así se debe actuar y manifestar la razón por la cual el agenciado no puede hacerlo por su cuenta. También, eventualmente puede intervenir como demandante el Ministerio Público o el Defensor del Pueblo. Nada de lo anterior ocurre en este caso, de ahí que lo único que se puede analizar de fondo es su propia situación, porque frente a los requerimientos que hace para otras personas, carece de legitimación en la causa para representarlas.
De otro lado, si bien en las respuestas a la demanda, se hace alusión a similares actuaciones iniciadas en contra de las entidades que conforman el extremo pasivo por parte de allegados al ahora demandante, se  advierte que como en tales eventos no actuó este como parte, se descarta cualquier posibilidad de una cosa juzgada. 
 Superadas esas circunstancias, se recuerda que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, para que, en esencia y en  tal entendido, se le ordene a la parte demandada, restablecer de inmediato y sin dilación alguna, el esquema de seguridad que le fue implementado desde años atrás, y bajo las reales medidas en las que se encuentra, acorde con lo prevenido en el Decreto 1740.
 



Asunto sobre el cual hay que decir que, si bien le compete al Estado garantizar el mantenimiento del orden público y la convivencia pacífica de los habitantes, y dentro de este marco velar por la preservación de la vida y la seguridad de las personas que han puesto en conocimiento de las autoridades eventos que dan lugar a una protección como la deprecada, es potestativo del ente creado para tal fin el análisis de su situación y tomar las determinaciones que sobre el particular sean pertinentes, sin que pueda el Juez constitucional, por las especiales circunstancias los rodean, determinar si una persona es susceptible o no de un específico esquema de seguridad. 

 



Sobre ello ha precisado la Corte Constitucional:
  


“De otro lado, cuestionar la efectividad del estudio de seguridad, para que sea el juez de tutela el que lo realice o lo evalúe, carece de sentido en cuanto a la naturaleza misma del requisito. El cual como se dijo pretende ser objetivo, justamente para conjurar de manera efectiva el riesgo de los ciudadanos pertenecientes o no a población vulnerable. Lo anterior resulta lógico, pues el estudio de nivel de riesgo sólo puede tener un resultado confiable cuando se hace por las autoridades encargadas de la seguridad de los ciudadanos. Por ello, el juez de tutela, cuya función no es la seguridad personal de los ciudadanos colombianos, no podría de manera confiable y eficaz determinar quién necesita medidas especiales de protección y quién no.” -negrilla y subrayas propias-. 

 



  
Tampoco ha sido ajena la jurisdicción ordinaria a este tema; ha afianzado, por el contrario, la tesis de que las órdenes para la asignación de un determinado diseño de seguridad corresponden a personas e instituciones del orden estatal, especializadas en seguridad personal y no a un juez de tutela. Así lo ha plasmado la Corte Suprema de Justicia: 

  
“(…) la definición del esquema de seguridad más apropiado para atender su situación es un asunto que escapa de la competencia del juez constitucional, pues tales cuestiones deben ser definidas por expertos en la materia. En efecto, esta Sala de la Corte ha determinado, frente a situaciones similares a las que aquí se examina, que “(…) existen autoridades especialistas en la evaluación de los riesgos de personas con particulares condiciones de vulnerabilidad, que son las competentes para determinar el nivel de riesgo y las medidas pertinentes para afrontarlo. Por ello, no puede el actor solicitar específicamente el suministro de un apoyo económico, como el apoyo de reubicación temporal, ni puede el juez de tutela controvertir o revaluar las conclusiones de los expertos en la materia, para ordenar directamente la ejecución de medidas de protección.” Sentencia del 27 de julio de 2010, Rad. 29087.        

   
Así las cosas, la pretensión del actor de que se le asigne un esquema de seguridad determinado no resulta procedente por la vía de la acción de tutela, además de que la consideración fundamental de la providencia impugnada, relativa a que las medidas que han sido adoptadas no son adecuadas, no resulta acertada. Ello en virtud de que, se insiste, el juez de tutela no es el llamado a definir cuál programa de seguridad puede ser más eficiente en la protección de una determinada persona con condiciones especiales de vulnerabilidad, pues para ello existen otros procedimientos autónomos, técnicos y lo suficientemente idóneos.”
   

  



Así, si la entidad competente para ello, prevalida de los estudios, evaluaciones y conceptos necesarios por parte de quienes integran los grupos establecidos para el caso, concluyó que la posición adoptada y que se reprocha, obedece a la real actual situación del ciudadano, lo que fue avalado por todos y cada uno de los miembros que hacen parte del órgano de análisis de evaluación del riesgo, no puede el juez constitucional invadir ese entorno. 

  



En conclusión, esta Sala no puede acoger la solicitud del demandante en cuanto a que le sea asignado un nuevo esquema por esta vía, o se le restablezca el que tenía, bien porque, ya se dijo, esa es atribución propia de la entidad accionada, ora porque, si se pudiera ir más allá, se carece de suficiente material probatorio que permita de manera excepcional apartarse de las conclusiones que han llevado a culminar el que  se le venía prestando. 

En tal orden de ideas, se negará el amparo impetrado frente a la Unidad Nacional de Protección, como organismo competente para lo requerido dentro del asunto y se absolverá a los demás citados por cuanto no es de su resorte situación como la pretendida.
Es del caso señalar que si bien se hizo mención al hecho de que la UNP no se pronunciaba sobre el recurso de apelación que en forma subsidiaria se interpuso contra el acto administrativo del que se duele, lo cierto es que con la decisión adoptada sobre ello, mediante Resolución No 8926 del 21 de noviembre de 2016, se dejó en claro que frente al mismo no procedía tal medio de impugnación (f. 12), de lo cual tuvo pleno conocimiento como se deja ver de los anexos aportados con el libelo.
Finalmente, ante la recomendación de la UNP de mantener el expediente en reserva por las justificaciones legales que pone de presente (f. 130 v.), se ordenará a la Secretaría de la Sala que, en efecto, mantenga el expediente bajo esa condición.
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  NIEGA la protección invocada por José Eivar Parra Zape, contra la Unidad Nacional de Protección UNP.

Se absuelve a las demás entidades demandadas.

Disponer que la Secretaría, mantenga el expediente bajo reserva.
Notifíquese esta resolución a las partes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
               DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-059 de 2012


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Tutelas- Sala de Casación Laboral, Rad. No. 37943 del 24 de abril de 2012, M.P. Dr. Rigoberto Echeverri Bueno. 





